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y noviembre de 1984, según se establece en el hecho
probado cuarto, la exigibilidad de la presencia del Secre-
tario se imponía de manera rigurosa e indispensable,
de suerte que sólo mediando tal presencia podía con-
ferirse al acto de investigación y a su resultado la garantía
de la fe pública judicial.

11. La no intervención de Secretario judicial en la
práctica de los diversos registros, tanto en el domiciliario,
afectante a don Josué Ros López, como en los efec-
tuados en oficinas, almacenes y locales comerciales de
las empresas implicadas, y que tuvieron como resultado
la obtención de documentación relacionada con la impor-
tación del material electrónico, así como la aprehensión
de este mismo material, si bien no integra un supuesto
de prueba prohibida, puesto que tal ausencia no vulnera
derecho constitucional alguno, sí constituye, en cambio,
una infracción procesal en orden a la práctica de una
diligencia de investigación como es la de registro, que
requiere, para ser admitida como prueba preconstituida,
que en su realización se hayan respetado todos los requi-
sitos garantizadores exigidos por la L.E.Crim., y entre
ellos, como esencial, la presencia del Secretario judicial,
pues solamente su intervención podrá dotar a los resul-
tados en ella obtenidos, de dicho carácter de prueba
preconstituida, por la condición de titular de la fe pública
judicial de que se halla aquél investido (art. 281.1
L.O.P.J.), y en cuanto integrante de un órgano judicial
independiente. La ausencia del Secretario judicial en las
diligencias de registro practicadas en las actuaciones
instructoras determina, en consecuencia, que las corres-
pondientes actas formalizadoras de tal diligencia suma-
rial carezcan de la necesaria autenticidad para atribuirles,
por sí mismas, el carácter de prueba de cargo, puesto
que no consta en las actuaciones judiciales que se acre-
ditase la realidad de los documentos y de la mercancía
intervenidos en los registros, mediante otros medios de
prueba válidamente advenidos al proceso en el juicio
oral (declaraciones testificales, de los acusados u otras
pruebas); ni aseveran cosa distinta las Sentencias de
instancia y de casación.

En definitiva, la única prueba tenida en cuenta por
la Sala Segunda del Tribunal Supremo, en la Sentencia
condenatoria objeto de este amparo, fue la obtenida en
unas diligencias de registro efectuadas sin las exigibles
garantías procesales, y cuyos resultados no fueron ade-
cuadamente introducidos, mediante otros medios pro-
batorios, en la fase de juicio oral.

La conclusión no ha de ser otra, conforme entiende
el Ministerio Fiscal, que, al no determinar ni detallar la
Sentencia de casación cómo concurrieron las pruebas
válidas de cargo a dar cobertura a la imputación del
delito de contrabando, por el que fue condenado el acu-
sado hoy demandante de amparo, se ha vulnerado el
derecho fundamental de éste a la presunción de ino-
cencia ex art. 24.2 C.E., con la consecuencia obligada
de la anulación de las Sentencias dictadas en casación
por la Sala Segunda del Tribunal Supremo; lo que nos
exonera del análisis del último motivo de la queja, ati-
nente a la supuesta lesión del principio de legalidad penal
del art. 25 C.E., en relación con el derecho a la libertad
ex art. 17 C.E., por devenir innecesario su examen.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo promovido por don Sal-
vador Costa Aróstegui y, en su virtud:

1.o Reconocer el derecho a la presunción de ino-
cencia de don Salvador Costa Aróstegui, garantizado en
el art. 24.2 C.E.

2.o Restablecerlo en tal derecho mediante la anu-
lación de las Sentencias dictadas por la Sala Segunda
del Tribunal Supremo con fecha 8 de julio de 1994,
en el recurso de casación núm. 1.669/93, con la con-
siguiente firmeza del pronunciamiento absolutorio con-
tenido en la Sentencia dictada el 1 de diciembre de
1992 por la Sección Décima de la Audiencia Provincial
de Barcelona, en la causa penal núm. 103/84.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de diciembre de mil nove-
cientos noventa y siete.—Álvaro Rodríguez Bereijo.—Vi-
cente Gimeno Sendra.—Pedro Cruz Villalón.—Enrique
Ruiz Vadillo.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Firmado y rubricado.

1171 Sala Primera. Sentencia 229/1997, de 16 de
diciembre de 1997. Recurso de amparo
588/1996. Contra Sentencia de la Sala Ter-
cera del Tribunal Supremo sobre expediente
de regulación de empleo y que desestimó
recurso de casación interpuesto contra la de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
T.S.J. de Cantabria también recurrida. Vulne-
ración del derecho a la tutela judicial efectiva:
emplazamiento edictal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Álvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 588/96, promovido
por don César García Menezo, doña Ángeles Margarita
Pacheco Benito y don José Luis Barrera González, repre-
sentados por la Procuradora de los Tribunales doña Tere-
sa Castro Rodríguez y asistidos por el Letrado don Miguel
Gómez Hervia, contra la Sentencia de la Sala Tercera
(Sección Cuarta) del Tribunal Supremo, de 25 de octu-
bre de 1995, relativa a un expediente de regulación
de empleo y que desestimó el recurso de casación inter-
puesto contra la Sentencia de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Cantabria de 29 de julio de 1992; Sentencia esta última
que también ha sido recurrida en el presente recurso
de amparo. Ha sido parte el Abogado del Estado y el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, quien expresa el
parecer de la Sala.



20 Miércoles 21 enero 1998 BOE núm. 18. Suplemento

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 15
de febrero de 1996, la Procuradora de los Tribunales
doña Teresa Castro Rodríguez, en nombre y represen-
tación de don César García Menezo, doña Ángeles Mar-
garita Pacheco Benito y don José Luis Barrera González,
interpone recurso de amparo contra la Sentencia de la
Sala Tercera (Sección Cuarta) del Tribunal Supremo de
25 de octubre de 1995 y contra la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Cantabria de 29 de julio de 1992, en
el asunto reseñado en el encabezamiento de la presente
resolución.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) Durante el año 1991, la empresa «Almacenes,
Tránsitos y Reexpediciones, S. A.» (ATYRSA), promovió
ante la Dirección Provincial del Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social de Cantabria un expediente de regu-
lación de empleo por el que se solicitaba la extinción
de las relaciones laborales de tres trabajadores de su
plantilla. El 28 de agosto de 1991 la Dirección Provincial
citada dictó Resolución por la que se desestimó la pre-
tensión de esta empresa, ya que únicamente autorizó
la suspensión de las relaciones laborales de los tres tra-
bajadores afectados durante el período comprendido
entre el 1 de agosto de 1991 y el 31 de enero de 1992.
Contra esta Resolución, tanto la empresa como los tra-
bajadores afectados por la misma interpusieron recurso
de alzada ante la Dirección General de Trabajo; recurso
que fue desestimado por Rresolución de dicha Dirección
General de 22 de enero de 1992.

b) Contra estas resoluciones, ATYRSA interpuso
recurso contencioso-administrativo ante la Sala de este
orden jurisdiccional del Tribunal Superior de Justicia de
Cantabria. Por Sentencia de 29 de julio de 1992 el Tri-
bunal estimó el recurso interpuesto declarando «el dere-
cho de la empresa recurrente a que le sea autorizada
la extinción del contrato con los tres trabajadores al que
se refiere el expediente de regulación de empleo». Esta
Sentencia fue recurrida en casación por el Abogado del
Estado, pero la Sección Cuarta de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo, por Sentencia de 25 de octubre de
1995, declaró no haber lugar al recurso de casación.

c) Al ser firme la Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Cantabria, ATYRSA, mediante carta de
23 de enero de 1996, puso en conocimiento de los
trabajadores afectados por el expediente de regulación
de empleo su intención de proceder a la extinción de
sus contratos de trabajo, lo que tuvo lugar el 3 de febrero
de 1996, en virtud de carta expedida el día anterior.

3. En la demanda de amparo los trabajadores invo-
can la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.) al no haber sido emplazados ni en el
recurso contencioso-administrativo ni en el recurso de
casación. Según alegan los ahora recurrentes, la primera
vez que tuvieron conocimiento de la existencia de estos
procesos fue cuando la empresa A. T. Y. R. S. A. les
envió la carta en la que se les adjuntaba copia de las
Sentencias que en ellos recayeron y se les comunica
su intención de proceder a la extinción de sus contratos
de trabajo al ser firmes aquéllas. Los demandantes de
amparo entienden que esta falta de emplazamiento de
personal es contraria al art. 24.1 C.E., ya que les ha
impedido ser parte en un proceso que afectaba a sus
intereses legítimos (lo que en ellos se debatía era si
la empresa entonces recurrente tenía derecho o no a
rescindir sus contratos de trabajo), alegando, además,
que su condición de interesado era una cuestión que
se deducía del propio expediente, pues las resoluciones

administrativas recurridas se refieren expresamente a
ellos y, al seguir trabajando para la empresa recurrente
durante la tramitación de estos procesos judiciales, eran
fácilmente localizables.

También alegan que desconocían la existencia de
estos procesos judiciales, pues consideraron que, como
ATYRSA dejó transcurrir el plazo de suspensión de la
relación laboral, autorizada por la Administración, sin
haber ejecutado esta medida, la empresa se había con-
formado con la resolución del recurso de alzada. Pre-
cisamente fue ésta la razón por lo que no recurrieron
esta resolución ante el Tribunal Contencioso-Adminis-
trativo, pues, dado que había transcurrido el referido pla-
zo sin haberse producido la suspensión de sus contratos
de trabajo, consideraron que la impugnación ya no tenía
sentido y por ello decidieron no interponer recurso
contencioso-administrativo.

Los quejosos concluyen solicitando que se reconozca
su derecho a la tutela judicial efectiva, se declare la nuli-
dad de las Sentencias recurridas y se retrotraigan las
actuaciones a la fase de contestación a la demanda. Asi-
mismo piden la suspensión de las Sentencias recurridas.

4. Mediante providencia de 30 de septiembre de
1996, la Sección Primera de este Tribunal acordó admitir
a trámite la demanda de amparo y, en aplicación de
lo dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigir comunicación
al Tribunal Supremo y al Superior de Justicia de Can-
tabria, con el fin de que, en el plazo de diez días, remi-
tieran respectivamente testimonio del recurso de casa-
ción núm. 1.418/92 y del contencioso-administrativo
núm. 205/92, interesándose al mismo tiempo que se
emplazase a quienes fueron parte en ese proceso con
excepción de los recurrentes en amparo que aparecen
ya personados.

5. En la misma fecha, la Sección dictó providencia
acordando formar la oportuna pieza para la tramitación
del incidente sobre suspensión y, conforme a lo dispues-
to en el art. 56 LOTC, conceder a la parte recurrente,
al Abogado del Estado y al Ministerio Fiscal un plazo
común de tres días para que alegaran lo que estimaran
pertinente sobre dicha suspensión. Evacuadas las opor-
tunas alegaciones, sólo el Abogado del Estado se opuso
a la suspensión solicitada. Por Auto de 11 de noviembre
de 1996 se acordó acceder a la suspensión.

6. Por providencia de 7 de octubre de 1996 se había
acordado tener por personado y parte al Abogado del
Estado.

7. Por providencia de 9 de diciembre de 1996 se
tienen por recibidos los testimonios de las actuaciones
remitidas por el Tribunal Supremo y el Tribunal Superior
de Justicia de Cantabria. Asimismo, y a tenor de lo dis-
puesto en el art. 52 LOTC, se concede un plazo común
de veinte días, al Ministerio Fiscal, al Abogado del Estado
y a los solicitantes de amparo para que, a la vista de
las actuaciones, puedan presentar las alegaciones que
estimen oportunas.

8. Por escrito registrado el 7 de enero de 1997
el Abogado del Estado formuló sus alegaciones, adu-
ciendo que resulta difícilmente imaginable que los
recurrentes no tuvieran noticia de la existencia de estos
recursos. En su opinión, el hecho de no haberse eje-
cutado la resolución administrativa en la que se auto-
rizaba la suspensión de los contratos de trabajo por el
periodo de tres meses debía haber hecho suponer que
existía una controversia.

9. La representación procesal de los demandantes
de amparo presentó su escrito de alegaciones el 9 de
enero de 1997 solicitando la concesión del amparo soli-
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citado, ya que, al haberse tramitado tanto el recurso
contencioso-administrativo como el recurso de casación
sin haber dado a sus representantes la posibilidad de
defenderse, se les ha lesionado su derecho a la tutela
judicial efectiva.

10. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale-
gaciones el día 17 de enero de 1997 interesando la
estimación del recurso por entender que las Sentencias
recurridas han vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva de los demandantes de amparo. Considera el
Fiscal que los ahora demandantes de amparo debían
haber sido emplazados en los procesos de los que traen
causa las Sentencias recurridas, pues, al ser el objeto
de estos procesos su relación laboral con la empresa,
no sólo tenían un interés legítimo sino también directo.
Por otra parte, descarta que en este caso pueda con-
siderarse suficiente el emplazamiento edictal, alegando
que este tipo de emplazamiento debe tener carácter sub-
sidiario y acudir a él únicamente cuando se desconozcan
dichas personas o resulte imposible su emplazamiento
personal, lo que no ocurre en el supuesto que ahora
se enjuicia, donde los interesados se encontraban per-
fectamente identificados, hasta el punto de que la reso-
lución administrativa recurrida se refería a ellos nomi-
nalmente.

11. Por providencia de 15 de diciembre de 1997,
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el siguiente día 16 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión planteada en el presente recurso con-
siste en determinar si la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria,
en su Sentencia de 29 de julio de 1992 dictada en
el proceso contencioso-administrativo núm. 205/92, y
la Sala Tercera (Sección Cuarta) del Tribunal Supremo,
en su Sentencia de 25 de octubre de 1995 recaída en
el recurso de casación núm. 1.418/92, vulneraron el
derecho a la tutela judicial efectiva de los quejosos por
no haberles emplazado directa y personalmente en los
referidos procesos.

2. A partir de la STC 9/1981, es reiterada doctrina
de este Tribunal que «el art. 24.1 C.E. contiene un man-
dato implícito al legislador —y al intérprete— consistente
en promover la defensión, en la medida de lo posible,
mediante la correspondiente contradicción. Lo que con-
duce a establecer el emplazamiento personal a los que
puedan comparecer como demandados —e incluso coad-
yuvantes— siempre que ello resulte factible, como puede
ser cuando sean conocidos o identificables a partir de
los datos que se deduzcan del escrito de interposición,
o incluso del expediente» (SSTC 63/1982, 181/1985,
97/1991, 129/1991, 78/1993 y 264/1994). Según
se deduce de esta jurisprudencia, para que esta falta
de emplazamiento personal tenga relevancia constitu-
cional es preciso que se cumplan una serie de requisitos.
En primer lugar, es necesario que el sujeto que no ha
sido emplazado tenga un derecho subjetivo o un interés
legítimo que pueda verse afectado por la resolución que
se adopte en ese proceso. (ATC 377/1990, STC
97/1991). De ahí que se haya exigido que para que
los interesados en un proceso tengan derecho a ser
emplazados personalmente sea preciso que puedan ver-
se afectados por los ulteriores efectos materiales de la
cosa juzgada (STC 192/1997). En segundo lugar, es
necesario que el ciudadano, pese haber mantenido una
actitud diligente, se vea colocado en una situación de
indefensión (STC 97/1991). Por esta razón se ha afir-

mado que cuando quede acreditado de manera feha-
ciente que el afectado tuvo conocimiento extraprocesal
de la existencia del proceso, la falta de emplazamiento
personal no determina la invalidez del mismo (SSTC
119/1984, 56/1985, 181/1985, 141/1987,
155/1988, 163/1988, 97/1991 y 70/1994). Y, en ter-
cero y último lugar, se exige que el interesado pueda
ser identificado por el órgano judicial a través de los
datos que obran en el escrito de interposición de recurso,
en la demanda, o en el expediente administrativo (SSTC
9/1981, 63/1982, 182/1987, 97/1991, entre otras
muchas.)

3. En el supuesto que ahora se enjuicia la condición
de codemandados de los quejosos no ofrece la menor
duda, pues las Sentencias recurridas determinan la res-
cisión de sus contratos de trabajo, con lo cual es evidente
que, al afectar directamente a sus derechos, tenían que
haber sido emplazados directa y personalmente en estos
procesos.

Ahora bien, como también se ha dicho, para que sea
exigible que se emplace personalmente a los interesados
es imprescindible que los mismos puedan ser identifi-
cados, «pues de otro modo la protección ilimitada del
derecho del no emplazado (que transformaría ese dere-
cho en un requisito pura y rígidamente formal) conlle-
varía, en su automatismo, el sacrificio del derecho a la
tutela judicial efectiva de quien, actuando de buena fe,
fue parte en el proceso contencioso-administrativo y se
creía protegido por la paz y seguridad jurídica que implica
la institución de la cosa juzgada» (SSTC 56/1985,
97/1991). Este requisito también se cumple en este
caso, pues una de las Resoluciones administrativas que
fueron el objeto del recurso contencioso-administrativo
(la Resolución de 28 de agosto de 1991 de la Dirección
Provincial y Seguridad Social de Cantabria, por la que
se autoriza la suspensión temporal de los contratos de
trabajo) menciona nominativamente a estos trabajado-
res; trabajadores, además, que al seguir prestando sus
servicios en la empresa de la entonces recurrentes, no
sólo se encontraban identificados sino que además eran
fácilmente localizables.

Queda por comprobar, finalmente, si en el caso que
enjuiciamos puede apreciarse la existencia de falta de
diligencia por parte de los ahora demandantes de ampa-
ro, pues, como se ha indicado, para que esta falta de
emplazamiento determine una lesión del derecho a la
tutela judicial efectiva es preciso que la indefensión en
la que se sitúe al interesado no pueda ser imputable
a una conducta negligente del mismo (SSTC 56/1985,
141/1987, 155/1988 y 163/1988), lo que ocurriría
en el caso de que, conociendo la existencia del proceso,
no se hubiera personado en él cuando todavía estaba
a tiempo, no sólo de comparecer, sino de ejercer la plena
defensa de sus derechos (STC 181/1985).

Para que pueda apreciarse esta falta de diligencia,
no basta —como afirma el Abogado del Estado— con
considerar «difícilmente imaginable que los recurrentes
no tuvieran noticia de la tramitación de la vía conten-
ciosa», ni tampoco es posible entender, como también
alega el representante de la Administración, que la falta
de ejecución de la resolución administrativa por la que
se autorizaba a ATYRSA a suspender durante tres meses
los contratos de estos trabajadores permitía «suponer
que existe una controversia», ya que para que pueda
apreciarse esta falta de diligencia que impida apreciar
una situación material de indefensión es preciso que
se demuestre fehacientemente que el interesado tuvo
conocimiento extraprocesal de la existencia del recurso
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(SSTC 119/1984, 181/1985, 129/1991 y 70/1994),
lo que no sucede en el supuesto que ahora se examina.

Debe tenerse en cuenta además que, como ha seña-
lado este Tribunal en otras ocasiones, «la existencia de
un procedimiento administrativo previo no puede, como
es obvio, excusar la necesidad de llamar al proceso con-
tencioso-administrativo a los afectados que hayan inter-
venido en la vía administrativa, para hacer posible la
defensa de sus intereses» (STC 129/1991), ni tampoco
puede exigirse a «la parte que ha obtenido un pronun-
ciamiento favorable en vía administrativa que mantenga
una constante indagación de la conducta de la otra parte,
a fin de estar pronta a reaccionar frente a un eventual
recurso de ésta ante los Tribunales de Justicia» (STC
70/1994), doctrina esta última que es perfectamente
aplicable al supuesto que ahora nos ocupa ya que, aun-
que la resolución de la Administración no era en principio
totalmente favorable para los trabajadores —autorizaba
a la empresa a suspender los contratos de trabajo por
un plazo de tres meses—, al no ejecutarse esta medida
en el plazo otorgado para ello, los trabajadores consi-
guieron inicialmente lo solicitado.

4. Por todo cuanto se acaba de exponer hay que
concluir que en este caso la falta de emplazamiento per-
sonal vulneró el derecho a la tutela judicial alegada por
los recurrentes al haberles lesionado su derecho a la
defensa reconocido en el art. 24.1 C.E. En consecuencia,
y para reponerles en sus derechos ha de declararse la
nulidad de las Sentencias impugnadas y la correspon-
diente retroacción de actuaciones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don
César García Menezo, doña Ángeles Margarita Pacheco
Benito y don José Luis Barrera González, y, en conse-
cuencia:

1.o Declarar el derecho de los recurrentes a la tutela
judicial efectiva sin que pueda producírseles indefensión.

2.o Anular la Sentencia de la Sala Tercera (Sección
Cuarta) del Tribunal Supremo de 25 de octubre de
1995, dictada en el recurso de casación núm. 1.418/92,
y la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria,
de 29 de julio de 1992, recaída en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 205/92.

3.o Retrotraer las actuaciones del recurso conten-
cioso-administrativo núm. 205/92, citado, al momento
procedente para la contestación de la demanda, a cuyo
fin deben ser emplazados personalmente los recurrentes
en amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de diciembre de mil nove-
cientos noventa y siete.—Álvaro Rodríguez Bereijo.—Vi-
cente Gimeno Sendra.—Pedro Cruz Villalón.—Enrique
Ruiz Vadillo.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Firmado y rubricado.

1172 Sala Primera. Sentencia 230/1997, de 16 de
diciembre de 1997. Recurso de amparo
961/1996. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Murcia dictada en vía de ape-
lación frente a la del Juzgado de Instrucción
número 2 de Lorca (Murcia). Vulneración de
los derechos a la tutela judicial efectiva y a
un proceso con todas las garantías: principio
acusatorio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Álvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 961/96, promovido
por doña María Josefa Ponce Ponce de León, don Rober-
to Gualda García y la Compañía de Seguros «ITT ERCOS,
S.A.», representados por la Procuradora de los Tribunales
doña Virginia Aragón Segura, y asistidos del Letrado don
José María Martínez Cantalapiedra contra la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Murcia, de 5 de febrero
de 1996, dictada en el rollo de apelación núm. 55/96,
seguido inicialmente ante el Juzgado de Instrucción núm.
2 de Lorca (Murcia). Ha intervenido el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Magistrado don Enrique Ruiz Vadillo,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 6
de marzo de 1996, doña Virginia Aragón Segura, Pro-
curadora de los Tribunales y de doña María Josefa Ponce
Ponce de León, don Roberto Gualda García y la Compañía
de Seguros «ITT ERCOS, S.A.», asistida del Letrado don
José María Martínez Cantalapiedra interpuso recurso de
amparo contra la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Murcia, de 5 de febrero de 1996, dictada en el rollo
de apelación núm. 55/96, seguido inicialmente ante el
Juzgado de Instrucción núm. 2 de Lorca (Murcia) en
procedimiento de juicio de faltas núm. 147/95.

2. Los hechos sucintamente expuestos, en los que
se fundamenta la demanda son los que siguen:

A) El día 7 de octubre de 1994, los esposos doña
María Josefa Ponce Ponce de León y don Roberto Gualda
García presentaron denuncia contra don Vicente José
García González, en razón a la producción de un acci-
dente de tráfico, el día 30 de septiembre de 1994, en
una calle de la urbanización Vista Bella de Tébar, en
Águilas (Murcia).

Según el contenido de la demanda de amparo, don
Roberto Gualda García circulaba conduciendo el vehículo
turismo MU-7138-P, ocupado por doña María Josefa
Ponce Ponce de León, cuando, al llegar a un cruce sin
señalización de preferencia de paso y después de com-
probar que por la derecha no se acerca vehículo alguno,
reanuda la marcha, y cuando el automóvil MU-7138-P
se encuentra en el centro del cruce, es colisionado vio-
lentamente en el lateral izquierdo, por el Citroën C-25,
M-4386-GJ, conducido por don Vicente José García Gon-
zález, siendo propiedad dicho vehículo de doña Asunción
González Flórez, quien no respetó la preferencia de paso.

A consecuencia de dicho accidente, don Roberto
Gualda García sufrió lesiones de las que tardó en curar


